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Dinámicas procesales de un conflicto de poderes - Con especial referencia a las visiones jurisprudenciales de la Corte de Justicia de Catamarca
I. Introducción
El proceso judicial de conflicto de poderes reviste características particularísimas que la distinguen de sobremanera del clásico esquema ritual que normalmente se estila tanto enseñar como ejercer.
Asimismo es un proceso judicial que dista mucho de estar legislado de forma clara, autosuficiente y acabada (basta repasar que en el Código Procesal Civil y Comercial de Catamarca su regulación está contenida en tan solo tres escuetos artículos que van del art. 623 bis al 623 quater) en donde la actividad doctrinal y jurisdiccional tuvieron que realizar una labor excepcional para llenar los vacíos legales al respecto, lo cual también vale decir dio cabida en sus inicios a la existencia de criterios dispares y cambiantes.
Tales falencias legislativas muchas veces generaron confusión y hasta incertidumbre en los operadores jurídicos quienes con cierto recelo resultaban ser protagonistas de este tipo de procesos. 
Es propósito de este trabajo efectuar una pormenorizada exposición de algunas variables jurídicas (las cuales desde ya adelanto que lógicamente no agotaran el universo de posibilidades que pueden presentarse desde la óptica de la Teoría Gral. del Proceso) que se deben tener en cuenta al momento de encarar un Proceso de Conflicto de Poderes, todo ello desde los aportes sentados por  la frondosa experiencia académica y tribunalicia recogida, pero especialmente bajo la óptica judicial de la Corte de Justicia de Catamarca.

II. Conflicto de poderes
Conviene empezar el siguiente trabajo recordando que el Conflicto de Poderes se produce cuando un órgano del Estado, que ejerce la función ejecutiva, legislativa o judicial, interviene en un asunto que, según la Constitución del lugar, que sea propio de otro. En tal supuesto, un órgano incursiona en áreas que son privativas o reservadas del otro, hay un órgano invasor y otro invadido[1].  
Se trata pues, de conflictos de competencia de poderes públicos de la Provincia, refiriéndose a órganos que integran el Estado Nacional, Provincial y Municipal, como consecuencia del principio de división de poderes, a aquellos que tienen competencias derivadas directamente de la Carta Magna y que las ejercen sin sujeción a otro órgano superior[2]. 
La pretensión o denuncia en un conflicto de poderes tiende a la actuación del Tribunal como órgano moderador en una actitud jurídica-procesal de encauzar los desbordes institucionales o disputas que se suscitan entre los distintos poderes del Estado y de los municipios.
Como bien dice Sagües[3], el conflicto se produce cuando hay un órgano invasor y otro órgano invadido y, en esos términos, debe resolverse la disputa haciendo cesar, si la hubiere, la invasión y limitando el poder a su justo término. De lo expresado, esta competencia originaria no tiene por objeto la revisión de actos o hechos jurídicos. "El papel correctivo o represivo del Poder Judicial lo presenta también como guardián no sólo de la Constitución, sino también del proceso político, al dirimir los conflictos de poderes, cosa que importa hacer concluir las invasiones institucionales que puedan mutuamente perpetrarse el Presidente o el Congreso, o sobre el Poder Judicial".
Conforme lo sostiene la mayoría de la doctrina[4], entre los presupuestos ineludibles que deben estar presentes para que se configure un "Conflicto de Poder", podemos mencionar: 1) Que se trate de un conflicto de competencias entre órganos; y que el órgano invadido rechace la invasión y plantee el conflicto; 2) que exista un caso concreto y no una mera consulta; 3) Que no se haya tornado una cuestión abstracta; 4) Que quien lo plantea posea legitimación activa para ello; 5) que la cuestión planteada no esté regulada por el derecho privado; 6) Que no exista una vía alternativa de solución, toda vez que la intervención de la Corte de Justicia tiene carácter excepcional, ya que se trata de una jurisdicción restrictiva. 
En sentido análogo, la Corte de Justicia de Catamarca[5] ha sentado clara Doctrina Legal -en numerosos y uniformes pronunciamientos emitidos a través de sus distintas integraciones- en el sentido de que la intervención jurisdiccional del Tribunal en la acción de conflicto de poderes, procede cuando se presentan tres notas características y concurrentes: a) en primer lugar el planteamiento de la efectiva existencia de materia justiciable que encuadre dentro de la competencia atribuida al Tribunal, ello en orden a la admisibilidad extrínseca de la acción y con referencia concreta a la contienda; b) el análisis de lo que se ha denominado "legalidad del procedimiento", es decir, la verificación del cumplimiento de las formas rituarias y procedimentales que rigen la cuestión y la sujeción a las garantías y principios constitucionales; c) resueltos afirmativamente los puntos precedentes, debe juzgarse la razonabilidad o el absurdo o arbitrariedad de la decisión motivante del conflicto. Ello, siempre y en todos los casos teniendo como premisa que no actúa como Tribunal de apelación, sino que ejerce un contralor extraordinario y excepcional sobre lo actuado por los Órganos de Poder en conflicto.    
Particular acento pone dicho Máximo Tribunal Pcial. en efectuar disquisiciones en torno a cómo deben interpretarse y excluirse del marco del Conflicto de Poderes a los problemas que pueden suscitarse entre las actuaciones de una Comisión de un Cuerpo Deliberativo (vg.: Legislatura, Concejo Deliberante) y el Ejecutivo, cuando expresa: "... En ningún caso puede existir conflicto de poder cuando la supuesta controversia se daría entre una comisión del cuerpo deliberativo y el poder ejecutivo Municipal ... Tampoco se puede pretender que el despacho de comisión de la mayoría sea un acto administrativo ya que esta actividad, desarrollada por las comisiones de los cuerpos deliberativos, es eminentemente política, integran pasos necesarios para la formación de la leyes y para su funcionamiento interno y mayor fuerza adquiere esta naturaleza cuando el despacho de comisión se plantea como parte necesaria en un acto complejo de naturaleza política, (...)"[6].  
Asimismo expresó en numerosos fallos -procurando tipificar situaciones-  que: "(...) existe conflicto de poderes no solo cuando la contienda se plantea entre el Poder Ejecutivo Municipal y el Cuerpo Deliberativo, sino también los producidos en el seno de este último, siempre que la existencia del diferendo sea irreversible en el ámbito que le es propio y que haga inclusive imposible el funcionamiento normal del Cuerpo (C de J Catamarca, en autos: "Albarracín Hugo c/ Concejo Deliberante de Valle Viejo y otros s/ Acción de Amparo", Expte. Nro.96/92-23/06/92; publicado en "Derecho Municipal Argentino", Juan Brügge - Alfredo Mooney, 28 Edición actualizada, pág. 658)[7]. 
                                       
III. El rol del tribunal interviniente
Dependiendo de las características procesales que cada orbita estatal (Nacional o Provincial) establezca a dichos efectos, lo concreto es que la competencia que se le asigna al Tribunal que está llamado a entender en materia de Conflictos de Poderes, precisamente por la sustancia de raíz estrictamente política de la cuestión, se encuentra limitada en tanto lo hace como Juez de la Constitucionalidad de los procedimientos y decisiones que se hayan realizado previamente a la suscitación del acto u hecho que degenera en el conflicto. No puede desbordar ese marco que le restaría autoridad y haría fracasar en concreto el sutil y rector cometido de árbitro[8], criterio este que es compartido por la Corte de Catamarca desde antiguas integraciones como cuando dijo: "Demás está decir que nuestra función al decidir cuestiones de naturaleza política, debe tender a someter lo político al Derecho, ya que no consideramos las razones de Estado, conveniencia o interés para resolver el conflicto, sino la legalidad y constitucionalidad en el ejercicio del poder dentro de su competencia, cuidando que se mantenga dentro de los límites establecidos por la Constitución y las Leyes..."[9] Aseveración esta complementaria y ampliatoria de una anterior donde expresaba que: "... cabe recalcar que la competencia originaria y exclusiva del tribunal es taxativa y por ende de aplicación restrictiva, ajena a la aplicaciones analógicas, para más, confirma que los problemas políticos como los planteados en autos, quedan fuera de la competencia atribuida"[10]. 
Debemos tener en cuenta que el Poder Judicial, no controla el modo como el legislativo y el ejecutivo ejercen las funciones que la Constitución les ha conferido, porque esto violaría la división de los poderes. Solo interviene cuando estos actúan arbitraria u opresivamente, trasgrediendo los derechos y violando las garantías constitucionales. 
Así lo explica la notable Jurista Mendozina[11] cuando recuerda que: "La CS de Buenos Aires resuelve desde antiguo que mientras las cuestiones de competencia en lo judicial son resueltas por la Suprema Corte en su carácter de Tribunal de Justicia, los conflictos entre los poderes públicos los decide obrando no como Poder Judicial, sino como Tribunal de constitucionalidad especialmente creado para dirigir las controversias entre los Poderes del Estado, asegurando la regularidad de sus funciones y el cumplimiento normal de sus considerandos como simples litigantes que gestionan en juicio la declaración de un derecho" (SC Bs. As., 22/01/1887, Cámara de Senadores c/Poder Ejecutivo, conflicto de poderes). Lo subrayado no pertenece al original.
Por su parte la Corte de Justicia de Catamarca[12]  sienta criterio al respecto cuando fija que: "En ese orden de ideas, cuando este Superior Tribunal ha intervenido, no como instancia apelativa sino como de control extraordinario y excepcional, se ha limitado básicamente a intervenir como juez de la constitucionalidad y legalidad de los procedimientos y, en algunos casos excepcionalísimos, se ha considerado la posibilidad de entrar sobre el fondo de la cuestión cuando la trasgresión se muestra manifiestamente arbitraria y absurda". La negrita y subrayado me pertenece.
No constituye, por tanto materia de conocimiento del Poder Judicial, juzgar los propósitos, la oportunidad o la conveniencia que pudieran haber inspirados al legislador en la sanción de las leyes, ni formular valoraciones a cerca de los actos del ejecutivo, porque eso sería interferir en el dominio de otro poder del gobierno. Esto significa que a los Tribunales de Justicia les está vedado el examen de conveniencia y del acierto de las medidas normativas en el ámbito de las atribuciones de los otros poderes[13]. 
La propia Corte Suprema de Justicia de la Nación (CSJN, Fallos: 55:2A8) ha dicho que: "La misión más delicada de la Justicia de la Nación es la de saberse mantener dentro de la órbita de su jurisdicción, sin menoscabar las funciones que incumben a los otros poderes y jurisdicciones, toda vez que el Judicial es el llamado por la ley para sostener la observancia de la Constitución Nacional, y de ahí que un avance de este poder, menoscabando las facultades de los demás revestiría la mayor gravedad para la armonía constitucional y el orden público". 
Así vale recordar que el Máximo Tribunal de Catamarca[14]  ya sentó postura al resolver que "(...) la competencia exclusiva y excluyente de la Corte de Justicia otorgada por el art. 204 de la Constitución Provincial, no autoriza a intervenir en materia de raíz política como árbitro institucional".
Amén del precedente citado también deviene aleccionadora la siguiente cita jurisprudencial: "(...) La competencia originaria de esta Corte está expresa y taxativamente reglada por los arts. 203 y 204 de la Constitución Provincial y es por su naturaleza restrictiva y de excepción. Ello conlleva que la misma no es susceptible de ser modificada por sus fundamentos en normas legales ni mucho menos las partes las pueden determinar a voluntad"[15].  La negrita y subrayado me pertenece.
También recordaré que la Corte de Justicia aludida también sostuvo: "(...), que la competencia de la Corte de Justicia otorgada por el art. 204 de la Constitución Provincial no convoca intervenir en materia de raíz política como árbitro institucional, exclusivo y excluyente en la solución de los conflictos"[16].  
También se dijo que: "Demás está decir que nuestra función al decidir cuestiones de naturaleza política, debe tender a someter lo político al Derecho, ya que no consideramos las razones de Estado, conveniencia o interés para resolver el conflicto, sino la legalidad y constitucionalidad en el ejercicio del poder dentro de su competencia, cuidando que se mantenga dentro de los límites establecidos por la Constitución y las Leyes..."[17].

IV. Calidad y legitimación procesal de las partes intervinientes
Un Conflicto de Poderes debe enmarcarse dentro de la órbita del Derecho Público atento a la naturaleza jurídica de la materia que debe resolverse. En esta postura se enrola y sostiene antiguamente la Corte de Justicia de Catamarca[18]  como lo marca el siguiente fallo: "Demás está decir que nuestra función al decidir cuestiones de naturaleza política, debe tender a someter lo político al Derecho ya que no consideramos razones de Estado, conveniencia o intereses para resolver el conflicto, sino la legalidad y constitucionalidad (...)", por lo que "(...) la Corte provincial procede en estos casos como tribunal político (...)". En la misma sentencia, y citando a Tomás Jofré, "Manual de Procedimiento", T. I, pág. 126 dije "(...) la contienda no se traba en esos casos entre particulares, ni versa sobre derechos relativos a las personas o los bienes. Las partes contendientes son autoridades o funcionarios públicos y las reglas a aplicarse no son tampoco las del derecho privado, sino las del derecho público, constitucional, administrativo, electoral, etc.". 
Bajo tal postulado cabe revelar cuál es el rol de las partes intervinientes en el Conflicto de Poderes tanto en lo que hace a la calidad en que lo hacen como así también la legitimación procesal que les asiste.
Antes conviene recordar que: "(...) el escrito de planteamiento del conflicto de poderes no es una demanda en el sentido procesal estricto, sino una denuncia que se formula ante la Corte por la autoridad que considera que se ha planteado, con otra, un conflicto de competencia o de poderes, no corriéndose traslado de dicha presentación. La autoridad requerida debe limitarse a la remisión de todos los antecedentes del caso"[19].  
De ahí que no existe actor ni demandado, sino poder denunciante y poder denunciado en estricto derecho. Es decir, no habría partes de conformidad a la concepción clásica de conflicto procesal, y por lo tanto cuando se pone en conocimiento de la controversia al poder denunciado, normalmente entendido esto como una acción tendiente a garantizar el ejercicio de defensa, técnicamente no hay traslado puesto que normalmente solo se posibilita la realización de un informe sobre los hechos reputados como generadores del conflicto. Y ello es así puesto que los sujetos involucrados  no son parte en el proceso sino simples denunciantes de un supuesto avasallamiento de un poder a otro, a la vez que no se ponen en juego derechos subjetivos ni intereses propios de quienes ejercen los cargos u órganos[20]. 
Sin perjuicio de las particularidades expuestas, se erige imperativo analizar la legitimación procesal de aquellos sujetos que excitan la intervención de la jurisdicción puesto que no cualquiera puede revestir la calidad de denunciante en el marco de un Conflicto de Poderes.  
A los fines ilustrativos para determinar el "terreno" subexamine, entiendo acertado recordar brevemente que es la legitimación activa. A dichos fines rescato las enseñanzas esgrimidas en el presente pasaje: "Legitimación activa, también denominada legitimación ad causam o simplemente legitimación, es repetimos, la aptitud para ser demandante en un proceso concreto, esto es para ejercitar la facultad de deducir una pretensión determinada y que el órgano jurisdiccional haya de examinarla en cuanto al fondo. Deriva de la titularidad de una relación jurídica o del interés en la invalidación de un acto. La condición de parte legítima actuante en el proceso jurisdiccional exige cuando menos la existencia de un interés directo, que no se presupone por mera invocación y, menos sin ella (...) Ostentan la legitimación activa en este tipo de procesos quienes, ocupando la posición de actores producto de haber ejercitado el derecho de acción, sean titulares de un derecho o de distintas clases de interés (dependerá ello de la legislación y la pretensión que se ejerza) relacionados con el objeto litigioso"[21]. 
Asimismo el Máximo Tribunal de la Nación[22]  ha resuelto ya desde larga data que la carencia de legitimación se configura cuando alguna de las partes no es titular de la relación jurídica en que se basa la pretensión, con prescindencia de que esta ultima tenga o no fundamento.
Como ya se determinara ut supra y para el presente caso, es un requisito "sine qua non" para determinar la existencia de legitimación activa que quien/es acude/n a la instancia judicial, exprese/n y acredite/n que a raíz del nacimiento del acto en crisis se ha/n visto perjudicados/disminuidos/afectados/vulnerados en su/s derechos subjetivos o intereses. Al respecto se sostiene[23]  que: "De tal modo es preciso que la acción administrativa impugnada afecte sustancialmente en algún momento los intereses legítimos de alguna persona, que la actividad afecte al peticionante en forma suficientemente directa, y que ella haya llegado a una concreción bastante en el ámbito administrativo (Fallos: 306:1125), en definitiva, que el interés sea concreto, inmediato y sustancial para que exista causa o controversia (causa "Polino", del 7/4/94, consid. 2). (Consid. 6)".
La temática en cuestión resultó ser objeto de numerosos análisis y posturas jurídicas, más aun dentro de la especie a la cual pretende ceñirse el presente trabajo y que resulta ser la más problemática: la legitimación de los legisladores ya sean nacionales, provinciales o municipales. Podría decirse que de algún modo la controversia empezó a zanjarse a partir del dictado de múltiples precedentes emanados por el Alto Tribunal de la Nación[24]  cuyos pronunciamientos más resonantes son los comúnmente conocidos como los Casos Dromi y Terragno. Dichos precedentes jurisprudenciales tuvieron por fin principal ceñir el ámbito de actuación, léase legitimación, que tiene un legislador para erigirse en la calidad de denunciante de un conflicto de poderes, resaltándose que en todos aquellos precedentes se rechaza la legitimación activa de los legisladores por su sola calidad de tales. Resulta útil remarcar que las soluciones arribadas por aquellos precedentes son absolutamente seguidos por los diversos Tribunales del País[25]. 
Y ello es fundamentalmente así por cuanto en la medida que los accionantes no alegan la violación de un derecho o interés propio -distinto al que les corresponde en el invocado carácter de legisladores- al cual el ordenamiento jurídico vigente confiera protección jurisdiccional en definitiva, bajo aquella condición, invocan sólo la preocupación, común a la generalidad de los habitantes, por la vigencia del principio de legalidad, que resulta insuficiente en tanto no vaya acompañado de un interés personal calificado ya que en materia federal constituye principio aceptado que la impugnación judicial sólo es viable en la medida de la afectación de derechos subjetivos propios (CSJN, Fallos: 295:671; 306:1125), incumbiendo a los jueces verificar aún de oficio la concurrencia de este requisito (CSJN, Fallos: 250:80; 257:227; 269:439), en la medida que por ser presupuesto de la propia jurisdicción, se entrelaza con la preservación del principio de la división de poderes, definiendo el rol asignado a los magistrados para asegurar su no intromisión en áreas de los demás poderes (CSJN, Fallos: 242:253; 306:1125).
En este sentido deviene útil rescatar el siguiente razonamiento doctrinal de Sagues[26]  sobre cómo surge la legitimación dentro de un cuerpo deliberativo cuando se produzca un acto eventualmente atentatorio o invasor del Poder Legislativo: "(...) resulta evidente que el órgano presuntamente arrollado se expide por la voluntad mayoritaria de sus miembros. Esa mayoría puede sentirse avasallada por la conducta del poder Ejecutivo o no. Su decisión, acertada o no, legitima o ilegitima, vale como pronunciamiento oficial del Poder Legislativo. Por ende, (...) si el decreto ha realmente perjudicado o no las competencias del Poder Legislativo, lo cierto es que hasta tanto este no se expida como tal, las opiniones de un grupo de congresistas (por más que ese núcleo sea relevante, y aun sin perjuicio de la justicia intrínseca de su postura), no valen jurídicamente como resolución del poder invadido. El interés jurídico a computar aquí no es la posición o sentimiento personal de cada legislador, sino la del Poder Legislativo como órgano del Estado, (...)". La negrita y subrayado nos pertenece.
Otro reconocido jurista como Bianchi[27]  efectúa el siguiente razonamiento: "(...) Y me pregunto si cada legislador en forma individual es el titular de la defensa de la Cámara a la cual pertenece cuando cree ver afectada la división de poderes. Creo que no lo es por dos razones básicas: esa defensa pertenece al cuerpo legislativo como tal y no a sus miembros en forma individual, siendo el cuerpo legislativo quien debe arbitrar los resortes de poder necesarios para actuar en defensa de la división de poderes afectada. Quien integra un cuerpo orgánico sea legislativo no puede intentar por si solo ejercer la defensa de este cuerpo. Es preciso que en ese terreno como en cualquier otro respete las reglas de la mayoría de lo contrario la decisión judicial que se pretende podría alterar la voluntad de la mayoría y serian los tribunales quienes se arrogarían la función de legislar (...)". La negrita y subrayado me pertenece.
En este claro sentido y valiéndose de pacifica Doctrina Legal sentada por la CSJN distintos Altos Tribunales Pcial.[28]  sostuvieron que un "legislador" integra un cuerpo colegiado y solo está habilitado para actuar en el órgano que integra y es allí donde puede instar los remedios específicos que la Constitución prevé; que ello no le confiere legitimación para la promoción de la acción la sola invocación de "representante del pueblo" con base en la calidad de legislador, pues el ejercicio de esta representación encuentra su quicio constitucional en el ámbito del Poder Legislativo, para cuya integración ha sido electo; que cada diputado per se no representa al cuerpo legislativo en su conjunto, ni puede arrogarse la defensa de los intereses o derechos del Estado al cual representa en sus funciones, cuya representación ha sido conferida por la Constitución al Poder Ejecutivo a condición de ciudadano es un atributo cuya invocación no basta para demostrar la existencia de un derecho directo, inmediato, concreto o sustancial que permita reconocer legitimación para exigir ante los estrados judiciales la genérica regularidad de la marcha de los órganos que ejercen el poder público. Claramente, las legitimaciones no dependen del tipo de proceso que se insta sino del derecho en que se funda la pretensión.  
Sobre la base de todos los antecedentes jurisprudenciales reinantes bajo los lineamientos expuestos, la Corte de Justicia de Catamarca no resulta ajena a los mismos y comparte en plenitud sus razonamientos; prueba de ello es el reciente fallo emitido: "Los legisladores carecen de la titularidad de un derecho subjetivo o interés legítimo de defender en nombre del órgano que integran, el principio de división de poderes que considera afectado. La defensa pertenece al órgano como tal y no a sus miembros en forma individual, siendo dicho órgano quien debe arbitrar los medios necesarios para actuar en resguardo de la división de poderes que considera afectada"[29].

V. Sustanciación del proceso
Una de las particularidades del proceso de conflicto de poderes es que no hay incidencias, ni cuestiones previas e inclusive (según alguna doctrina) ni siquiera se puede recusar con causa, hecho este último rarísimo que se encuentra avalado por fallos de Superiores Tribunales Provinciales[30]  como ser: "(...) pues los miembros del Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de Corrientes no actúan en esta clase de procesos como organismo judicial sino como órgano político institucional, y por ende no son recusables ni pueden inhibirse".
En ese contexto, resulta inviable la articulación de reposiciones o nulidades, ya que de admitirse tal posibilidad se desnaturalizaría la esencia sumaria del procedimiento que debe observarse en este tipo de procesos, a los que el legislador ha pretendido dotar de un trámite que permita, con la mayor prontitud posible, la resolución de la controversia, en atención a las eventuales consecuencias que pueden derivarse de los conflictos suscitados entre poderes públicos[31]. 
Es de esta manera que se llega incluso a limitar las disposiciones generales e inclusive supletorias u analógicas de ordenamientos procesales que podrían encausar algunos planteos que ordinariamente tendrían su normal tratamiento en un proceso común, como cuando se arguyó que: "Por ello, aún cuando pudiera admitirse la aplicación supletoria del CCAyT para ciertas cuestiones, la incompatibilidad en el punto resulta obvia, pues importaría frustrar el ejercicio de una competencia de raíz constitucional, originaria, exclusiva y excluyente: dirimir los conflictos de poderes"[32]. 
De tal modo, la naturaleza de estos procesos en donde no hay partes, tampoco puede haber traslados y mucho menos incidencias y como bien dice el Tribunal de la Ciudad Autónoma, la incompatibilidad resulta obvia.


VI. Las costas procesales
El ordenamiento procesal vigente adhiere a un principio cuyo fundamento reside, básicamente, en el hecho objetivo de la derrota, con prescindencia de la buena o mala fe con la que la parte vencida pudo haber actuado durante la sustanciación del proceso. Es el hecho objetivo de la derrota lo que determina la condena en costas. Su fundamento no es otro, que el de haber sostenido, sin éxito, una pretensión jurídica. Es más ni siquiera la noción de creerse con derecho a litigar (cuestión esta erróneamente generalizada por demás en los fueros laborales como causal para eximir de costas) es una razón válida "per se" y suficiente para el apartamiento del principio objetivo de la derrota. En este sentido resulta aleccionador el siguiente fallo: "La sola creencia subjetiva de la razón para litigar no es por sí suficiente para eximir al perdidoso, pues es indudable que, salvo hipótesis de actitudes temerarias, todo aquel que somete una cuestión a los Tribunales de Justicia es porque cree tener la razón de su parte, mas ello no lo exime de afrontar las expensas del juicio originadas a la contraparte si el resultado obtenido le es desfavorable. Sólo es admisible esta causal de eximición frente a características muy peculiares y dificultosas del asunto y siempre que esa "razón probable para litigar" surja de elementos objetivos"[33]. 
Como se ve nuestro ordenamiento procesal ha recibido -reitero en principio- el criterio objetivo del vencimiento o derrota, y sólo con carácter excepcional, y exigiendo resolución fundada, que aquellos accesorios sean distribuidos por su orden o en el orden causado; solución esta última que es reservada para situaciones de hecho de significativa complejidad o con relación a temas jurídicos sobre los que no existe uniformidad en la doctrina y en la jurisprudencia, de modo que el vencido pueda, en términos de razonabilidad, creerse con derecho[34].  
De allí que haya sido señalado por la Doctrina[35]  que el tribunal puede apartarse de la regla general que impone el principio objetivo del vencimiento y la consiguiente exención de costas al derrotado cuando concurran circunstancias objetivas, y fundadas, que tornan manifiestamente injusta su imposición al perdedor en el caso particular. 
En relación a las costas en el marco procesal de un Conflicto de Poderes normalmente se entiende que se ventilan cuestiones dudosas o difíciles de derecho, por tratarse de asuntos suscitados por la interpretación de leyes nuevas, o cuando sobre las cuales se han dictado fallos contradictorios, o cuando estas cuestiones tienen complejidad jurídica, lo que habilita al apartamiento del principio general de imposición de las costas a la vencida, y en consecuencia determinar que las mismas sean impuestas por el orden causado. Asimismo resalta la Jurista María Soledad Puigdellibol[36]  que se estila argüir que al producirse el Conflicto de Poderes entre órganos o departamentos de la provincia, en la mayoría de los casos debe imponerse por el orden causado a pesar de que pueda haber "vencedor y vencido" habida cuenta que es la misma persona de "derecho " el que va a cargar las costas, verbigracia, en el caso que nos ocupa, las costas siempre las va a pagar el Estado provincial, ya sea el Senado o el Poder Ejecutivo". Este es el criterio actualmente sostenido por la Corte de Justicia de Catamarca, en autos Corte Nº 66/2012 "Senadores Agüero, Jorge Edgardo y Otros c/ Poder Ejecutivo s/ Conflicto de Poderes",  Sentencia Interlocutoria Número: 30/13.

VII. Conclusiones finales
Como hemos visto -de forma somera, por cierto- en el presente trabajo existen distintas variables jurídicas que hacen a la dinámica propia de este particularísimo tipo de proceso. La complejidad inherente dentro del esquema del Conflicto de Poderes dista mucho de encontrarse claramente regulado en los distintos ordenamientos rituales, situación esta que (como adelantáramos en un comienzo) tuvo que ser cubierta por la tarea de la jurisprudencia y la doctrina.
Dada la trascendencia y repercusión social que genera un Conflicto de Poderes (que en muchos casos ante los ojos de la ciudadanía se lo presenta a simple vista como una alteración, desviación y avasallamiento a las competencias de las distintas esferas o acciones públicas cuando en realidad solo encubre la puja de fuerzas entre los partidos políticos) no puede tolerarse la carencia normativa aludida puesto que en concreto no evidencia cuales son "las reglas del juego". Muchas veces no se sabe a ciencia cierta dónde debe quedar encuadrado o bajo que parámetros temáticos (sin dejar de mencionar cuestiones de plazos, competencias, traslados, incidentes, vías recursivas, etc.) se debe ubicar al Conflicto de Poderes puesto que más de una vez se lo ha pretendido asociar e inclusive fusionar con distintas ramas procesales que son disímiles entre sí (como ser la Civil y Comercial con la Contencioso Administrativa).
Entiendo que el Conflicto de Poderes, por la puesta en jaque en el normal funcionamiento institucional, reviste una naturaleza excepcional que debiera ser expresa y concretamente legislada para no dar lugar a diversas interpretaciones que, en muchas ocasiones, no hacen otra cosa más que dejar al libre criterio de los jueces la resolución del conflicto bajo formulas o conclusiones jurídicas obscuras y hasta arbitrarias. Así la cuestión, entiendo criterioso exhortar a que la regulación procesal del Conflicto de Poderes debe encontrarse plasmada en una ley propia (por oposición a que se encuentre su tratamiento dentro de un Código Procesal ordinario y reducido a unos pocos artículos como lo es en la versión catamarqueña) que encauce y defina sus características de una manera tal que (sin llegar a la versión puramente casuística) aquellos afectados y sus respectivos operadores jurídicos que llegaren a entender que acaeció una situación anómala como la que nos ocupa, conozcan con suficiencia  el que, como y cuando requerir la intervención de la Justicia para que solucione satisfactoriamente la controversia.
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